
Cuatro funcionarios públicos —al
momento de los hechos— y dos par-
ticulares son parte de la querella pre-
sentada por el Consejo de Defensa
del Estado (CDE) en el marco de la
arista “manicure” del caso Conve-
nios, correspondiente a los contratos
suscritos entre el Gobierno Regional
de La Araucanía y las fundaciones
Folab y Educc, en el cual el perjuicio
fiscal ha sido cifrado en un monto
que supera los $658 millones. 

Tras el análisis de los anteceden-
tes por parte del Comité Penal, el ór-
gano de defensa estatal, en repre-
sentación del Gore de la región, in-
terpuso una acción por el delito de
fraude al fisco reiterado contra los
funcionarios Iván Soriano, Luis Lo-
yola González, Ítalo Flores Toro,
Susan Alarcón Rubilar —todos jefes
de diversas divisiones como Infra-
estructura, Administración y Fo-
mento e Industria—. Además, la
querella acusa a los hermanos Ri-
nett y Juvenal Ortiz del delito de la-
vado de activos.

En agosto, estos últimos fueron de-
tenidos y posteriormente formaliza-
dos por el Ministerio Público por el
delito de fraude. En la ocasión, el Juz-
gado de Garantía de Temuco decretó
la prisión preventiva de ambos. 

Cursos de oficios 
no realizados

El caso es conocido como “manicu-
re”, debido a que los montos involu-
crados estaban destinados a impartir
cursos de peluquería, masoterapia,
pedicure, entre otros.

Al respecto, desde el CDE señala-
ron que la acción se funda en antece-
dentes que dan cuenta de una serie de
acciones ejecutadas de manera con-
certada por parte de los funcionarios
públicos y particulares para defrau-
dar el patrimonio del Gore, a través
de la transferencia de la totalidad de
los recursos comprometidos para el
desarrollo de los programas “Forma-
ción de oficios para la autonomía
económica de mujeres desocupa-
das”, a ejecutarse en las comunas de
Temuco y Padre Las Casas.

Esto, agregan, “sin que a la fecha
del traspaso de los fondos se hubiera
dictado una clase siquiera de las que
se habían comprometido a realizar
para capacitar a mujeres pertene-
cientes al 60% de la población más
vulnerable de dichas comunas, clases
que por lo demás abandonaron com-
pletamente a fines del mes de julio de
2023, causando con ello un perjuicio
fiscal ascendente, a lo menos, a la su-
ma de $658.627.735”.

Rendiciones parciales

En el texto, el organismo detalla
que los funcionarios “defraudaron al
Gobierno Regional de La Araucanía,
conjuntamente con los querellados

Rinett y Juvenal Ortiz Rivera, estos
últimos actuando a través de las fun-
daciones Folab y Educc, que dirigen,
al permitir los empleados públicos
con sus acciones que al 27 de febrero
de 2023 se les hubiera transferido a
ambas fundaciones la totalidad de los
recursos comprometidos, sin que a
esa fecha se hubiera dictado una clase
siquiera de las que se habían compro-
metido a realizar”.

Según el consejo, a julio de 2023,
ambas fundaciones realizaron solo
rendiciones parciales —Folab por el
monto total de $36.352.913, y Educc
por el monto total de $40.459.352—,
por lo que en la actualidad se encuen-
tran sin rendir y se desconoce aún el
destino final de $332.367.087 entre-

gados a Folab, y de $326.260.648 en-
tregados a Educc. 

Transferencias
electrónicas a otras cuentas

En cuanto al lavado de activos, el
CDE detalla que los hermanos Ortiz
“realizaron una serie de transferencias
electrónicas una vez que tuvieron a su
disposición los fondos transferidos
desde el Gobierno Regional de La
Araucanía, con el objeto de ocultar el
origen ilícito de los bienes que lograron
obtener tras defraudar al servicio pú-
blico aludido, y así lograr que ingresa-
ran a distintas otras cuentas, con el fin
de ingresar dichos fondos o parte de los
mismos al sistema financiero formal”.

Respecto de ellos, durante su for-
malización, al momento de argu-
mentar su decisión de decretar la me-
dida cautelar más gravosa, el magis-
trado Alfredo Cox consideró que los
delitos “afectaron a 200 mujeres del
60% más vulnerable del país, por un
monto que alcanza los $632.857.665.
Sin duda, hay un perjuicio fiscal, pe-
ro también uno social. Está claro el
ocultamiento y una administración
desleal. ¿Dónde está el dinero?, hoy
no lo sabemos, pero la participación
de los imputados no está en duda”.

Cuatro funcionarios públicos y dos particulares habrían desviado más de $658 millones:

CDE se querella por fraude al fisco
en convenios entre Gore Araucanía
y fundaciones Folab y Educc 

En este caso se investigan traspasos de dinero que financiarían cursos de oficios para mujeres
vulnerables, como peluquería, pedicure y masoterapia, los que finalmente no se completaron.
OLIVER RODRÍGUEZ En su querella,

el Consejo de
Defensa del
Estado sostie-
ne que el frau-
de consistió en,
por una parte,
transferir el
total de los
fondos sin que se
hubiese realizado
alguna clase, y,
luego, el desvío
de los fondos a
través de trans-
ferencias elec-
trónicas.

“Defraudaron al Gobierno Regional conjuntamente con
los querellados (hermanos Ortiz), al permitir los
empleados públicos con sus acciones que se les hubiera
transferido a ambas fundaciones la totalidad de los
recursos comprometidos, sin que a esa fecha se
hubiera dictado una clase siquiera de las que se
habían comprometido a realizar”.

EXTRACTO DE LA QUERELLA DEL CDE

Joshua Campos Valencia, de 32 años, y Jorge
Plaza Cortes —también de 32 años—, fueron dete-
nidos y formalizados este jueves por la Fiscalía
Metropolitano Centro Norte, como coautores del
robo de 23 computadores y una caja fuerte pertene-
cientes al Ministerio de Desarrollo Social y Familia,
ocurrido el pasado 19 de julio. 

La sustracción, recordó la persecutora Tania
Sironvalle, de la unidad de Análisis Criminal y Foco
Investigativo, “fue coordinada desde la Cárcel de
Puente Alto por el imputado que ya se encuentra
formalizado”, Miguel Ángel Apablaza Suárez, quien
en ese momento se hizo pasar por el ministro Gior-
gio Jackson. Su abuela, Elena Rojas Crespo, también
fue detenida y quedó con arresto domiciliario por su
rol como encubridora. 

El rastreo de un auto 
y un inmueble en Renca

En los hechos investigados por el Ministerio Públi-
co, se estableció que uno de los detenidos, Joshua
Campos, aparece de forma posterior al robo de los
23 computadores, “cuando tres sujetos —aún no
individualizados— entran al edificio y sustraen una
caja fuerte”, dijo la fiscal. 

Joshua Campos era el chofer del vehículo en el
que se transportaban los tres individuos. Un auto
marca Chevrolet modelo Sonic, que hoy es parte de
las evidencias que maneja el OS9 de Carabineros. 

Según pudo constatar “El Mercurio”, Campos
tiene una causa por robo, de 2009. Sin embargo, fue
absuelto el mismo año. 

Mediante el empadronamiento de cámaras, la
policía pudo rastrear el vehículo que Campos condu-

jo hasta el inmueble del segundo imputado, Jorge
Plaza, ubicado en un bloc del Pasaje 1 Sur N° 3811,
de la comuna de Renca. 

En ese domicilio, “se descerrajó la caja fuerte,
para sustraer la documentación contenida en su
interior, y posteriormente ser dejada en un sitio
eriazo”, dijo Tania Sironvalle. 

La participación de Plaza se pudo acreditar a raíz
de un allanamiento efectuado a dicha casa. Ahí la
policía decomisó “una serie de elementos y herra-
mientas compatibles con la estructura descerraja-
da”, agregó. 

Este último tiene antecedentes penales por lesio-
nes graves y por infracción a la Ley 20.000.

La persecutora indicó que si bien aún no “se esta-
blece” por completo el rol de liderazgo de Apablaza,
“es algo que se está investigando”, junto con diluci-
dar los vínculos del recluso con los nuevos involucra-

dos en el robo. 
En medio del operativo y detención de ambos

imputados, Carabineros arrestó al primo de Joshua
Campos, Manuel Fernández Valencia, quien fue
sorprendido con 78 gramos de marihuana.

El 7° Juzgado de Garantía dictó la medida caute-
lar de prisión preventiva para los dos imputados en
el robo y fijó 120 días para la investigación. 

EL TRIBUNAL DICTÓ LA MEDIDA CAUTELAR DE PRISIÓN PREVENTIVA PARA AMBOS IMPUTADOS:

Investigan nexos con recluso que coordinó el robo a
Desarrollo Social, tras formalizar a dos nuevos involucrados

Vehículo en el cual uno de los imputados transportó
la caja fuerte desde el Ministerio de Desarrollo Social. 
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Hasta el próximo lunes fue
ampliada la detención de Miguel
Ángel Llanquileo Cona y Eric
Maximiliano Montoya Montoya,
imputados por mantener en su
poder armamento de guerra,
entre ellos, una subametralladora
y granadas, según el Ministerio
Público. Ayer, en el Tribunal de
Garantía de Cañete, se estableció
la legalidad de su detención.

De acuerdo con la fiscalía, los
individuos estarían ligados al
grupo violentista Weichan Auka
Mapu (WAM) y fueron sorprendi-
dos el jueves en la noche mientras
transitaban por la Ruta 160, en
Cañete, al sur de Arauco, en un
vehículo con patente clonada y
con parte de las armas. Luego, un
allanamiento domiciliario permitió

encontrar municiones y otros
implementos.

La fiscal regional de Biobío,
Marcela Cartagena, afirmó que el
plazo solicitado busca cotejar el
armamento incautado con la
evidencia recogida en atentados.
Recalcó que se trata de armas
prohibidas, que en ningún caso
pueden estar en poder de particu-
lares. Sobre la pertenencia de los
imputados a organizaciones
violentistas, dijo que se encontra-
ron lienzos que la confirman.

El delegado presidencial pro-
vincial de Arauco, Humberto Toro,
dijo que la detención se concretó
en el marco de los controles
camineros que se realizan en la
zona “para detener la violencia, el
robo de madera y otros ilícitos”. 

DETENIDOS PERTENECERÍAN A GRUPO WEICHAN AUKA MAPU:

Incautan subametralladora,
granadas y otras armas 
de guerra en Arauco

El Sexto Tribunal de Juicio Oral en lo
Penal de Santiago dictó veredicto conde-
natorio contra el detective Leonel Contre-
ras Canales, declarándolo autor del delito
de homicidio simple en contra de la su-
binspectora de la Policía de Investigacio-
nes Valeria Vivanco, quien falleció en ju-
nio de 2021 durante un procedimiento en
la comuna de La Granja. 

La comunicación de la sentencia del tri-
bunal se realizará a las 13:30 horas del
miércoles 29 de noviembre. 

En su decisión, los magistrados señala-
ron que el hecho se produjo en el contexto
de diligencias policiales protagonizadas
por un total de cuatro efectivos, en esa co-
muna, donde observaron un automóvil
marca Kia, modelo Rio 5, color blanco, tri-
pulado por dos personas, que podría estar

relacionado con un delito de homicidio
cometido en la comuna de Puente Alto.

Tras realizar un seguimiento al vehícu-
lo, deciden efectuar un control de identi-
dad, para lo cual interceptan el automóvil
en la intersección de las calles Santo To-
más con Las Parcelas. Fue ahí cuando Vi-
vanco y Contreras descendieron del auto. 

“En dichas circunstancias, el conduc-
tor del vehículo fiscalizado acelera in-
tempestivamente para huir del lugar,
momento en el cual, sin existir amenaza
real o peligro inminente para la seguri-
dad de alguno de los funcionarios poli-
ciales o sin que existiera causa o motivo
suficiente, el detective Leonel Contreras
Canales procedió a efectuar un disparo
con su pistola fiscal, impactando a la su-
binspectora Valeria Vivanco Carú,
quien resultó lesionada en su zona torá-
cica con entrada y salida de proyectil, le-
siones que posteriormente le causaron la
muerte”, consigna el acta de delibera-
ción del tribunal.

Hecho ocurrió en 2021:

Declaran culpable
a detective por
homicidio de
Valeria Vivanco

Comunicación de
sentencia tendrá lugar el
29 de noviembre.
O. RODRÍGUEZ

“Procedió a efectuar un
disparo con su pistola,
impactando a la
subinspectora Valeria
Vivanco, quien resultó
lesionada en su zona
torácica con entrada y salida
de proyectil”.
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